Causa Nº 19.731.- “Freitte Miguel Angel s/ inf. Ley 13.944”.-


Nº de Orden:

Libro de Autos.-

///cedes, 7 de abril de 2011.-


AUTOS Y VISTOS: 


Llega el presente incidente a esta Instancia a raíz del recurso de apelación deducido por Stella Maris Sotelo con el patrocinio letrado del Dr. José Manuel Fernández Tosar, contra lo decidido por el “a quo” a fs. 3, en cuanto decidió solicitarle, para ser tenida como particular damnificada, el poder de sus hijos, actualmente mayores de edad (arts. 21 inc. 3º, 77, 421, 439, 440, 441, 442 y conctes. del C.P.P.).-


Y CONSIDERANDO: 


I) Plantea el recurrente que la resolución en ciernes parte de un error conceptual, ya que sus hijos (hoy mayores de edad) no tienen ninguna intención de presentarse como damnificados en el proceso. Refiere que ellos no han sido los realmente perjudicados por la conducta del denunciado, sosteniendo que el daño grave lo habría sufrido la presentante. Solicita en consecuencia se revoque el decisorio apelado, y se la tenga como particular damnificada en este proceso.-


II) Que luego de analizar los agravios esgrimidos en la pieza recursiva, adelantamos nuestra postura en un sentido favorable a los cuestionamientos allí esbozados.-


III) Y para ello llevamos cuenta que la víctima del delito es objeto en la actualidad de una atención marginada en el pasado, no sólo vinculada, por ejemplo, a su trato o a su protección sino también dirigida a la necesidad de considerar su particular interés, generalmente presente,  en la reparación de los daños emergentes de la conducta disvaliosa que la tuvo como tal y permitirle, con miras a la satisfacción de esos objetivos, una mayor información y consecuente conocimiento acerca del desarrollo del proceso al que aquélla dió origen, y una más activa intervención en los procedimientos del mismo -véase en tal sentido la resolución nº 40/34 de las Naciones Unidas, y la declaración que contiene acerca de “los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y abuso de poder, en especial, el capítulo referido al “acceso a la justicia y trato justo- (Navarro,  Guillermo Rafael y Daray Roberto Raúl, en C.P.P.N Analisis doctrinal y jurisprudencial, pág. 275, 3ª Edición actualizada y ampliada del año 2008).-


Cabe destacar que esta idea ha ido cobrando fuerza paulatinamente con motivo y a partir de la incorporación a nuestro derecho constitucional de declaraciones y tratados internacionales de derechos humanos (art. 75 inc. 22 de la C.N.); en particular la Convención Americana de Derechos Humanos, que en sus arts. 8º, párrafo 1º y 25,  establecen el derecho de toda persona a ser oída, permitiéndole acudir a la jurisdicción para ello; íntimamente vinculada a la garantía de “tutela judicial efectiva”, acuñada en el art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.- 


IV) El término “damnificado” debe interpretarse en sentido comprensivo respecto de todos aquellos, sean o no víctimas directas del delito, vinculándolo a todo aquel que invoca aquella calidad “de manera verosímil, racional y con sustento jurídico, con el episodio o maniobra a investigar”, ello en razón de que “Concluída la investigación, recién se estará en condiciones de determinar en sentencia si los hechos son constitutivos del delito, quiénes son los autores o partícipes responsables y los damnificados directos o indirectos en ese ilícito” (arg. extraídos del Dictámen del Procurador General Pcial, en causa P. 57.577 de la S.C.J.B.A. Del 16/12/97).-


Se ha dicho también que todo sujeto jurídico, de existencia física o ideal, que resulte concretamente afectado por un delito de acción pública, aunque no sea el paciente penal, puede proceder como particular damnificado, siempre que le asista un interés directo, concreto y actual, legalmente protegido por alguna norma reparatoria. (“La víctima en el proceso penal”,  su régimen legal en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay. Bermudez, Bertolino, Goitía y otros. Editorial De Palma, Edición Año 1997, Pág. 14 y 15).- 


V) Creemos que en el caso en estudio, el reclamo deducido por la presentante se encuentra movilizado por un interés cuya verosimilitud, podría llegar a vislumbrarse teniendo particularmente en consideración las consecuencias materiales que, en la época en que los hijos eran menores de edad, la conducta disvaliosa investigada pudo llegar a irrogarle en su condición de progenitora. Ello, claro está, sin perjuicio de la actividad probatoria que en su condición de parte pudiera llegar a desplegar en pos de acreditar el daño que invoca, circunstancia que definirá la suerte de su eventual pretensión resarcitoria.-


Lo que vamos diciendo con ello es que, aparece razonablemente posible que la presunta comisión del injusto previsto y reprimido por el art. 2 bis de la ley 13.944 -en cuya dirección se ha orientado ahora la pesquisa- haya causado algún daño a la presentante, extremo que debería en todo caso ser objeto de prueba en esta fase preparatoria del proceso.- 


Tales reflexiones se enlazan con la idea de que la función del Estado como garantizador del órden público y la paz social no se agota cuando se pena al autor del delito, sino que corresponde incorporar también a su ámbito la tutela y asistencia de la víctima de él.- 


Emparentado con ello, se ha sostenido que de la misma forma que no se puede tener por autor al imputado hasta que la sentencia así lo declare, tampoco es posible aseverar la condición de víctima hasta idéntica oportunidad procesal. (Conf. Conclusiones establecidas en el XVII Congreso Argentino de Derecho Procesal llevado a cabo en Santiago del Estero durante el año 1993, citado en “La víctima en el proceso penal”, su régimen legal en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay. Bermudez, Bertolino, Goitía y otros. Editorial De Palma, Edición Año 1997, Pág. 17).-


VI) Sentado lo anterior, y sin dejar de considerar incluso -dado el matíz del reclamo que se perfilara en la pieza apelatoria- la eventual aplicación de las previsiones que enmarcan la actuación del actor civil (art. 65 del C.P.P), creemos que la intervención en los presentes de Stella Maris Sotelo con el patrocinio letrado del Dr. José Manuel Fernández Tosar en su carácter de particular damnificado deviene legalmente posible, dejándose de esa manera en pie las garantías constitucionales a ser oída, acceso a la jurisdicción y de tutela judicial efectiva que, bajo esa condición, le asisten (arts. 75 inc. 22 de C.N., 8.1 y 25 C.A.D.H. Y 14.1 P.I.D.C.yP.).-


VII) Por consiguiente, y en función de las consideraciones expresadas supra, corresponde -teniendo en cuenta las condiciones materiales y procesales del caso de autos- revocar la decisión puesta en tela de juicio, y hacer lugar a la solicitud de constitución en calidad de Particular Damnificado de Stella Maris Sotelo con el patrocinio letrado del Dr. José Manuel Fernández Tosar.-


Por todo lo expuesto, citas legales y de conformidad con lo normado en el art. 77, 105 y sigtes. del C.P.P.; este Tribunal RESUELVE: 


Revocar la decisión que en copia luce a fs. 3, y hacer lugar a la solicitud de constitución en calidad de Particular Damnificado de Stella Maris Sotelo con el patrocinio letrado del Dr. José Manuel Fernández Tosar.


Notifíquese y oportunamente bajen.-

Fdo: Dante Eduardo Pietrafesa. Mario Alberto Bruno. Jueces. Ante mí: Mariano Castro. Auxiliar Letrado. 
